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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAI,

Lima. I5 de octübre de 2018

ASUNTO

Recu¡so de agravio constitucional interpuesto por doña Patricia Norka Victoria
Rodríguez Meza contra la resolución de fojas 520, de fecha 22 de enero de 2018,
expcdida por la Tercera Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos Libres
de la Co¡1c Superior de Juslicia de Lima. que declaró ini'undada la demanda dc /¡aáeas
colprJ de autos.

FUNDAMENTOS

a emitida cn el [xpedierte 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario
I Peru¡no el 29 dc agosto de 2014, este 'fribunal estableció, en el
nto 49, con carácter de prcccdente, que se expedirá scntencia inlerloculoria

gatoria. dictada sifl mas trámite, cuando se presente alguno de los siguientes
supueslosJ que igualmente están contenidos en el aflículo 11 del Reglamento
Nomativo del Tribunal Constitucional:

a) Carezca de fundamentación la supuesta vulneÉción que se invoque.
b) La cuestión dc Derecho contenida en el recurso no sca de especial

trascendencia constitucional.
c) La cuestión de De¡echo invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera desestimato¡ia en casos sustancialmente iguales.

2. En el p¡esente caso, se evidencia que el recurso de agravio no eslá referido a una
cuestión de Derecho de especial trasccndencia constitucional. Al respecto, un
recurso carece de esta cualidad cu¿ndo no está relacionado con el contenido
constitucionalmcnte protegido de un derecho fundamcntali cuaDdo versa sobre un
asunto materialmente excluido del proceso de tutela de que se tmta; o, finalmente,
cuando 1() pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial
urgencia.

3. Expresado de otro modo. y teniendo en cuenta 1() precisado en el fr¡ndamento 50 de
la sentencia emitida en el ExpedieÍte 00987-2014-PA./TC, una cuestión no reviste
especial trascendencia constitucional en los siguientes casos: (l) si ulla futura
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resoh¡ción del T¡ibunal Constituciona] no soluciona algún conflicto de relevarcia
constitucional, pucs no existe lesión que comp¡omcta el derecho fundamental
involucrado o se trala de un asunto que no cofesponde resolve¡ en la via
constitucional; o (2) si no existe nccosidad de tutelar de manera urgcnte el derecho

invocado y no median razoncs subjetivas u objetivas quc habiliten a
legiado para emitir un pronunciamiento de fondo.

caso dc autos, el recurso intc¡puesto no es1á referido a una cuestión de
cho de especial trascendencia constitucional, toda vez que no se encuentra

vinculado con el contenido constitucionalmentc p¡otegido del prtnclpio nc bis in
id¿m tutelado a través del proceso de habeas corpus. [n efecto, la recurrente
cuestiona la sentcncia de vista de ¡echa 17 de setiembre de 2015. a través de la cuai
la Segunda Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Rcos Libres de la
Corte Superior de Justicia dc Lima conllrmó Ia sentencia que en primer grado la
condenó por la comisión de los delitos de huúo agravado y otro (Expcdiente 6664-
2010-0- I 801-JR-PE-42), pues alega que dicho pronunciamiento judicial vulnera el
mcncionado principio constitucional.

5. Añrma que la scntencia de vista cuestio¡ada es ilegal, porque pese a la existencia
de otro proceso pcnal sobre los mismos hechos, en relación coI1 el delito contra el
patrimonio y la misma empresa agraviada, confi¡mó la sentencia emitida por el
Cuadragésimo Segundo Juzgado Pcnal de Lima que también la condenó
incurriendo en tramitar dos procesos sobre el mismo acto de presunta ilicitud.
Precisa quc cn el Expediente 28051-2011-0-1801-JR-PE-25, que se tramita ante el
Vigésimo Quinto Juzgado Penal de Lirna, la actora es procesada por los mismos
hechos y agraviada por los que t.ue víctima de sanción en el cuestionado proceso
pen,rl 6064-20 i0-0- I8U l-l R-PF-42.

6. Sobre el particular, cabe señala¡ que el ,e bis in idem es vi principio implícito en el
de¡echo al debido proceso, rcconocido por el artículo 139, inciso 3 de la
Constitución, que impide que el Estado sancione o procese a una persona dos veces
por una misma inf¡acción cuando exista la concu encia de identidad de sujeto,
hecho y fundamento. Asimismo, cabc destacar que cl análisis dei fondo <le una
demanda de habeas corpus que plantea la afcctación del principio ne bis in idem
requiere, además dc la incidencia negativa en el derecho a la libefad personal, que
los procesos cuyo control constitucional se exige manifiesteD carácter
sancionatorio.
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7. Sin embargo, cn el prcscnte caso no se maniñesta la existencia de dos procesos con
carácter sa¡cionato o seguidos contra la recufiente. En efecto, confome se apreci]
de fojas 142 de autos, el Vigésimo Quinto Juzgado Penal de Lima, mediante
¡esolución de fecha l2 de ab l de 2013, recaída en el proceso penal 28051-2011-0-
l80l-JR-PE-25, declaró procedente la abstención de continuar con la acción penal
formulada por el representalte del Ministerio Público, anuló los antecedentes de la
¡ecurrenle y archivó dicha causa penal en cuarto a ella respecta, por estimar
procedentc 1a aplicación del principio r¿ ¿i.r ln id¿m respecto del proceso tÉmitado
ante el Cuadragésimo Segundo Juzgado Penal de Lima (Exp. 6664-2010-0-1801-
JR-PE-42): es decir. tanto al momcnto que se postuló el habeds corpus, corfto a.la.
presente fecha, no se maniñesta de ios actuados la existencia de dos procesos cuyo
objeto sea la sanción de La recu ente. Por consiguiente, el recu¡so de autos debe ser
dcclarado improcedente.

8. En consecuencia, y de lo expuesfo en los fundamentos 2 a 7.r¿lp¡a, se verifica que
el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápite b) del fundamento 49 de la senlencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/IC y el1 el inciso b) del afiículo 11 del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucionai. Por esta mzón, coresponde declara¡, sin más taámite. improcedentc
el recursr de agrd! io conslilL¡cional.

Po¡ estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
conñere la Constitución Política del Peru, y la paÍicipación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa,

Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña
Baúera.

RIrStiEt.\/I.

I)cclarar IMPROCEDENTE el recu¡so de agravio constitucional porque la cuestión de
Derecho contenida en el rcculso carece de especial tritscendencia constitucional.

Publíquese y notifiquese

SS.

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA qESPINOSA-SALDAÑA

'dD
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VICI'ORIA

FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDÑA
BARRERA

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero

necesano señalar lo siguiente:

l. Nuestra responsabilidad como jueces constitucionales del Tribunal
Constifucional peruano incluye pronunciarse con resoluciones comprensibles, y
a la vez, riguosas técnicamente. Si no se toma en cuenta ello, el Tibunal
Constitucio¡al falta a su responsabilidad institucional de conc¡etización de la
Constitución, pues debe hacerse eIltender a cabalidad en la compresión del

ordenamiento ju¡ídico conforme a los principios, valores y demás preceptos de

esta misma Constitución.

3. En rigor conceptual, ambas nociones son difcrentes. Por u¡a parte, se hace

referencia a "intervenciones" o "afectaciones" iusfundamentales cuando, de

manera geDérjca, existe alguna fbrma de incidencia o iljerencia cn el conte¡ido
constitucionalmente protegido de un derecho, la cual podria ser tanto ul1a accióri
como una omisión, podria tener o I1o una coDnotación negativa, y podía tratarse

de una injcrencia desproporcionada o no. Asi visto, a modo de e.jemplo, los

supüestos de restricción o limitación de derechos fundamentales, así como
muchos casos de delimitación del contenido de estos derechos, pueden ser

considerados pl¡ña fdcie, es decir, antes de analizar su legitimidad
constitucional, como formas de afectación o de intervención iusfundamental.

2. En ese sentido, en varios subtitulos y fundamcntos juridicos encuentro preselte
una confusión de carácter conceptual, que se repite asiúismo en ohas

resolucionos del Tribunal Constitucional. Ia cual consiste en utilizar las

expresiones "afectación", "i¡tervención" o similares, para hacer a referencia

ciertos modos de injcrencia en el contenido de derechos o de bienes

constitucionalmente protegidos, como sinó¡imas de "lesiórl", "violación" o

"vulneración".

4. Por otra parfe, se alude a supuestos de "vulneración", "violación" o "lesión" al

contenido de un derecho fundamental cuando estamos ante interye¡cio¡es o

afectacio¡es iusfundamentales negativas, directas, concretas y sin una
justificación razonablc. Por cierto, calificar a tales afectaciones como negativas e
injustiñcadas, a la luz de su incide¡cia en el ejcrcicio del derecho o los dercchos

alegados, presupone la realización de un análisis de mérito sobre la legitimid¡d
de la interferencia i]o el derecho.
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5. Finalmente, sc debe tener claro que Ia dinámica de un hábeas corpus conexo
implica que 1o alegado ñente al principio ,e bis in idem debe a su vez toner una

iocidencia negativa, directa, concreta y sin justificación razonable en la libeftad
personal. Aquello no se aprecia en el presente caso.
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VOTO SINGT]LAII DT]L MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potcstad que me otorga la Co¡stitución, y co¡ el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emilo el presenle voto singuiar, para expresar respctuosamente
que disienlo del precedente vinculante eslablecido e¡ la Scntencia 00987-2014-PA/TC,
SIIN]'I]NCIA INll'lRl-OCU'lOItlA DLINIIGATORIA, por los l'undamentos que a

continuación expongo:

¡lt, l'RlBtr\at, CoNSIITUCIoNAL col\{o coRTE DE REV¡stóN o FALLo y No DE

c^s.\cróN

La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantias Conslitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tribünal Conslitr¡cional
en inslancia de 1¡llo. La Constitr¡ción del 79. por primera vez en nuestr¿ historia
constitucional. dispuso la crcación de un órgano ad ioc. independierte del Pode¡
Judiciai, con la tarea de garantizar la suprcnracia constitucional y 1a vigencia plcna
de los derechos l'undamentales.

2. I-a Lcy !'undamcntal de 1979 estableció que el Tribunal de Garantias
Conslitucionalcs era un órgano de control de la Constitución. que tenía j urisdicción
en lodo el lerrilorio nacional para conocer, en vía de casación, de los hdbeas corpuit
y amparos denegados por el Poder Judicial, Io que implicó que dicho l ribunal no
consliluía una instancia habilitada para 1áliar en forma definitiva sobre la causa. Es
decir. no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dcrcclro. rcconocido> cn l¡ ( onslilución.

J. [i1 ese se¡tido, la Ley 23385, Le¡, Orgánica del 'l'ribunal de Garantías
Constitucionalcs, vigcntc en ese momento, estableció, en sus articulos 42 al46, que
dicho órgano, al cncontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o Ia ha
aplicado en lorma crrada o l'ra incunido en graves vicios procesales en la
tramilación y resolución de la demanda. proccderá a casar la sentencia y, luego de

scñala¡ la deñciencia. devolverá los actuados a la CoÍe Suprcma de Justicia de la
Ilepública (rcenr,ío) para quc emita nuevo fallo siguiendo sus lineamienros,
proccdlÍDicnto que, a todas luces, dilat¿ba en exceso los proccsos constitucio¡ales
mcncionados,

4. lll modelo de lutela ante amenazas y vulncracióo de de¡echos l'ue serialnentc
modiñcado en la Co¡stitr¡ció¡ de 1993. En primer lugar, sc amplian los
nlec¡nismos de tutela de dos a cuatro, a sabet, habeds corpu.^, ¿Ínparo, hobeds data
y acción de cr¡mplimiento. En segundo lugar, sc crca al T¡ibunal Constitucional
como órgano dc control de la conslitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
calilica erróneamente como "órgano dc control dc la Constitr¡ció1". No obstante, en

l'úp
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matclia dc procesos constitr.lcionalcs dc la Iibertad. Ia Constitución establece que el
'l dbunal Constitl¡cional es inslancia de revisión o 1'allo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su afiículo 202, inciso 2.
prcscribc quc corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úllima y
d¡!/inititu ¡nsluncio, las resoluciones denegdtu»ias dictadas en los procesos de

habeus corpus atup.tro. habeas dutct y acción de ctrmplimiento". Esta disposición
constitucional, dcsdc una posición de franca tutela de los derechos fundame¡tales,
cxigc cluc cl -lribunal 

Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

eslima amendz¿ldo o agraviado en un derecho f'undamcntal. Una lcctura djvcrsa
conlravendda mandatos esenciales de l¿ Constitución, como son el principio cle

def'ensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
socicdad y dcl Ilstado (aúícülo 1). y "la obseflancia del debido proce"r y tutela
jurisdiccional. Ninguna persona p ede sq dest'iada de la jurisdicción
predelerrninadu por la Iqt, ni som¿tida a procedimiento distinto de los preúd cfite
establecidos, n¡ juzgddd por órganos jurisdicciondles de excepción nt ¡or
com¡!iones e.tpeciales creadas al efecto !:ualqu¡era sea su denominación",
consagrada en el a¡tÍculo 139, inciso 3.

6. Como se advieñe, a dil'erencia de lo quc acontcce en otros paises, en los cuales el
acceso a ia última instancia constitucional tiene lugar por la vía del cefliorcti
(Suprema Coñe de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interprelación dc la Constitución capaz de ingresar ¿ fondo
cn los llamados p¡ocesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
proteoción dc su derccho cn sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amcnaza o lesión de un derecho fundamental, sc
debe abri¡ la vía colrespondiente para que el Tlibunal Constitucional pueda
pronunciarsc. Pero la apertun de esta via solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pomenorizado
dr..li.. dc lo qu. 5c prel(nde. Je lu que sc inroca.

7. Lo constilucional es cscuchar a la parte como concretización de sr¡ de¡echo
irrem¡nciable a la del¿nsa; adcmás, un T¡ibunal Constitucional constituye el más
efectivo medio dc dcfensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados. lo cual evidencia el triunfo de ia justicia liente a la
arbitrariedad.
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l,lt- D¡tRr,rc o A sER oiDo coMo l\taNIFust actóN D[ L^ DE]tocR^TtzacIóN DE t,os
PRocEsos (lo\s rl't trcIoNAL¡JS DE L^ L¡aERTAD

ll La administración de justicia conslilucional dc la libcfiad que binda el Tribunal
Constilucional, desde su crcación, es respetuosa, como corrcspondc, dei derecho de

rv1
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delinsa inhercnle a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a scr
oído con lodas las debidas garantias al interior de cualquier proceso en el cual se

Jctermincn su. Jereehus. intere'cs ) obligaciones.

9. Prccisamcntc, mi alcjamicnto rcspccto a la emisión de una rcsolución constitucional
sin realizaÉe audiencia de vista está relacionado con la defensa. l¿ cual, sólo es

efectiva cualldo el justiciabie y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral. los arguDlentos pertilentes, concretá1dose e1 principio de inmediación que
debc regir en todo proceso constitr¡cional.

10. Sobre la inlervención de hs partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potcstad dc administrar .iusticia constituye u¡a manifestación del poder que el
Lslado ostenla sobre las personas, su clercicio rcsulta constitucional cuando se

brinda con est clo respelo de los derechos inhcrentes a todo scr humano, lo quc
inciu-ve el derecho a ser oido con las debidas garantias.

I 1. Cabc añadir quc la participación directa de las partes. en defensa de sus intereses,
que se concede cn la audicncia de vista, también constituye un elemento que
dernocratiza el proceso. De lo contrario, se dccidiría sobre la esfera de interés de
una pcrsona sin pcrmitirle alegar lo corespondiente a su favor, lo quc resultaria
cxcluyenle y anlidemocrático. Adcmás. cl T¡ibunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumcntos que justiñcan sus decisiones, porque el 'l'ribunal Constitucional se
legitima no por scr un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
cxpresar de modo suficientc las razones de derecho y de hecho relev¿rntes en cada
caso quc rcsuelvc.

12. tsn csc scntido. la Coftc Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de delensa "obliga al f)¡todo a Íratar ul indiyidLn en todo momefito coño
un verdudero sLtjefo del proce.to, en.l mtt' ¿tmpli.¡ tentiJu JL,¿-\te concepto, y tlo
t¡mplemenle como objelo del m¡imo"', \ que "para ,lue e^i,tt,r kh¡J! f,reso lcgal
es pleciso qlte un jusliciable pueda hacer yaler :itts derechos y defender sus
¡nferese.s en-fbrma e[ect¡rd y en condi(iones de igualdad procesul con otro.t
jlt,tlicidbles"' -

lt'\1

I Cortc IDII. Caso Ilarreto l,eiva vs. Ve¡ezuela- sentencia del 17 de noviemhre rle 2009
párraib 29.
¿ Co.t" IDll. Caso llilaire, Constantine y Benjamin y ot¡os vs. Trinidad y Tobago,
senlencia del 21 de junio de 2002, pá¡aafo 146.
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13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no pucdc scr
desvi¡tuado por el Iribunal Constitucional si no cs con grave violación de sus

disposicioncs. I)icho llribunal cs su intórprete supremo, pero no su reformador,loda
vcz quc como órgano constitüido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un p¡oceso constilucional de la libertad la denominada
"senlencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (IIAC) pierde su
vcrdadcra cscncia .juridica. ya que el Tribunal Constitucional no tiene compctencia
pall 'revisar" ni mucho rnenos "¡ecalificar" el recurso dc agravio constitucional.

15. I)c conibrmidad coll los artículos 18 y 20 del Código Procesa] Constitucional, el
'l'ribu¡al Constitt¡cional no "concede" el recurso. Esta es una compctcncia dc la
Sala Supcrior del Poder Judicial. Al l'ribunal Io que le coresponde es conoccr dcl
RAC y pronunciarse sobrc cl fondo. Por cnde. no le l'ra sido dada la compelercia de

rechazar dicho tecurso. sino por el contrario de "conoce¡" lo que la parte alega
cornñ Lrn ¡grdvro q.re le caus¡ indelensiún.

16. Por otro lado, la "sentencia intcrlocr¡to¡ia" establece como supuestos para su
aplicación lórmulas imprecisas y amplias cuyo contcnido. en el mejor de los casos,
rcquicrc se¡ aciarado, justil'1cado y concretado en supuestos específicos, a saber,
idcntillcar cn quó casos se aplicaria. No hacerlo, no defini¡lo, ni justiñcarlo,
convierle el empleo de la prccitada sentencia en arbifario, toda vez que se podria
alcclar. cnlrc otros. el derecho lünd¿rmental de defcnsa. cn su manifestació[ de ser
oído con las debidas garantias, pues ello da a lugar a decisiones subjctivas y
care¡tes de predictibilidad, alectando notablemente a los justiciables, quiencs
tcndrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de prese[t¿r su
respectiva demanda.

17. Por lo dcmás, m üt.ttis »tuldndis, el precodcntc vinculante contenido en la Senlencia
00987 2014-PA/]'C repite lo señalado por el lribunal Constitucional en olros
l'allos, como cn el caso l,uis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/fC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los proccsos constitucionales de la libertad (suplctoricdad, \,ía pre\ ia.
vias paralelas, iilispendencia. invocación del derecho constitucional liquido y
cicfio. ctc.).

18. Sitl embargo. el hecho de quc los procesos constitucionales de la libe.tad sean de
una naturaleza procesal dislinta a la dc los procesos ordinarios no constitulc un
motivo para que se pueda desviÍuar la esencia principal del recu¡so de agra'"io
constilucional.

tlttl
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19. Por tanto, si se tiere en cuelta que la justicia en sede constitucional represcnta la

úllima posibilidad para protegcr y rcparar los derechos l'undamentales dc los

agraviados, volo a favor de quc cn el presente caso se convoque a audiencia para la
vista. lo quc garantiza que el TribL¡nal Constitucional, en ta¡to instancia última y
dellniliva, sea Ia adecuada para poder escucha¡ a las personas alecladas en sus

derechos esencialcs cuando no encuentran justicia erl el Poder Judicial;
cspccialmcnte si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo lc qucda el camino de la jurisdicción internacional de protección de dcrcchos
hurnanos,

20. Como afirmó Raúl l'clrcro licbagliati, "la defensa del de¡echo de uno es, al mismo
ticmpo. una dcltnsa total de la Constitución, pues si toda garantía constilüciolal
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su de¡echo
cstá dcfcndiendo cl de los demás y el de la comunidad quc resulta oprimida o
envilecida sin la protección.iudicial auténtica".
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